TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos
Pereira, veinticinco de junio de dos mil nueve.

Acta No. 280 del 25 de junio de 2009.

Expediente 66001-31-18-001-2009-00059-01
Se decide la impugnación que interpuso la accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, en la acción de tutela que instauró Elizabeth Murillo Sierra contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Unidad Territorial Risaralda.

ANTECEDENTES

Relató la actora que proviene de Pajuil (Santander); se encuentra en la ciudad de Pereira con su grupo familiar en condición de desplazados; está inscrita en el Registro Único de Población Desplazada de Acción Social del Risaralda y recibió ayuda humanitaria de emergencia, pero no ha podido conseguir un empleo que le permita autosostenerse y brindarle a sus hijas menores las condiciones mínimas para vivir; solicitó prórroga de la ayuda y la entidad dispuso realizar una visita domiciliaria en los próximos treinta días para verificar las condiciones en que se encuentra, la que no se ha practicado aunque la normatividad vigente no contempla este requisito, el que se está empleando para dilatar la grave situación en que se halla.

Considera vulnerados sus derechos al mínimo vital, igualdad y dignidad humana y pide se ordene a la entidad accionada disponer la entrega inmediata y sin condiciones de la prórroga de la ayuda humanitaria o en su defecto realizar en el menor tiempo posible la visita domiciliaria con el fin de determinar sus condiciones actuales.

ACTUACIÓN PROCESAL

La acción correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira que la admitió por auto del 30 de abril de este año, en el que dispuso las notificaciones de rigor.

La subdirectora de Atención a la Población Desplazada de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, al ejercer su derecho de defensa, dijo, en síntesis y para hacer referencia a lo que al caso interesa, que la accionante se encuentra inscrita en el Registro Único de Población Desplazada desde el 15 de agosto de 2008 con su grupo familiar, conformado por el jefe del hogar y dos hijas; sus necesidades han sido atendidas en forma integral puesto que se les brindaron todos los componentes de la ayuda humanitaria de emergencia y que se dispuso su prórroga por el término de un mes de asistencia alimentaria y de alojamiento y solicita que sea el juzgado quien le notifique que debe acercarse a sus oficinas a partir del 18 de mayo de 2009, atendiendo los principios de igualdad y equidad y de acuerdo con el orden cronológico determinado, para informarle el lugar en que se le hará la entrega.  Estima que en tal forma, se ha superado el hecho que dio origen  a la acción.

La instancia culminó con sentencia del 14 de mayo último en la que se negó la tutela solicitada. Consideró el funcionario de primera sede que a la demandante no se le ha lesionado derecho alguno, toda vez que la Agencia Presidencia para la Acción Social le ha entregado las ayudas humanitarias de emergencia que se encuentran establecidas en la ley, la prorrogó por un mes más y para ampliarla requiere  realizar una entrevista domiciliaria, que debe realizarse de conformidad con los turnos que maneja la entidad.

La accionante, inconforme con esa decisión,  la impugnó.  
CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Pretende la demandante con esta acción se ordene a la entidad demandada la prórroga en la ayuda humanitaria que requiere por su condición de desplazada o realizar de inmediato la visita domiciliaria que permita establecer las condiciones en que se encuentra.
En su jurisprudencia la Corte Constitucional ha enseñado que la entrega de la ayuda humanitaria de emergencia o su respectiva prórroga a la población desplazada, hace parte de sus derechos fundamentales y la ha definido, así:
“… la asistencia humanitaria es un conjunto de actividades a cargo del Estado dirigidas a proporcionar socorro a las personas desprotegidas en casos de desastres naturales, hambruna, terremotos, epidemias y conflicto armado interno. Por tal motivo, dada su gran importancia, ha sido considerada como un “derecho de solidaridad de tercera generación”, reconocido principalmente en instrumentos internacionales de derechos humanos que hacen parte del Bloque de Constitucionalidad y que encuentran su fundamento en principios constitucionales tales como el Estado social de derecho, la dignidad humana, y en derechos fundamentales que se encuentran íntimamente ligados como la vida, la dignidad humana, mínimo vital, la salud, la vivienda, entre otros.

“En suma, la asistencia humanitaria en términos generales debe ser entendida como un derecho radicado en cabeza de la población civil, consistente en la facultad de reclamar del Estado la ayuda necesaria para salir de la situación de emergencia en la que se encuentran los Ciudadanos como consecuencia de causas naturales o humanas.

En el caso sometido a estudio es su finalidad otorgar a la demandante y a su grupo familiar, desplazados por los grupos al margen de la ley, el auxilio que requieren para atender sus necesidades básicas de alimentación, salud, alojamiento, entre otras, que les permitan satisfacer sus necesidades más apremiantes.

En relación con el término durante el cual se tiene derecho a la asistencia humanitaria, el artículo 15 de la Ley 387 de 199 lo establecía en tres meses, prorrogables por otros tres más, pero la Corte Constitucional, en  sentencia C-278 de 2007 declaró la exequibilidad condicionada de esa disposición, bajo el entendido de que la asistencia sería prorrogable hasta tanto el afectado se encuentre en condiciones de asumir su propio sostenimiento. En ese fallo, se expresó: 

“Si bien es conveniente que la referencia temporal exista, debe ser flexible, sometida a que la reparación sea real y los medios eficaces y continuos, de acuerdo a las particularidades del caso, hasta salir de la vulnerabilidad que atosiga a la población afectada, particularmente en esa primera etapa de atención, en la cual se les debe garantizar condiciones de vida digna que hagan viable parar el agravio, en tránsito hacia una solución definitiva mediante la ejecución de programas serios y continuados de estabilización económica y social.

 

“Teniendo en cuenta, entonces, que el estatus de desplazado no depende del paso del tiempo sino de una condición material, dichos programas sólo pueden iniciarse cuando exista plena certeza de que el desplazado tiene satisfecho su derecho a la subsistencia mínima, al haber podido suplir sus necesidades más urgentes de alimentación, aseo personal, abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas, aspectos a los que apunta este componente de atención de acuerdo con lo estipulado en el artículo 15 de la ley 387 de 1997”.
Frente al caso particular de la prórroga, la petición debe ser evaluada en cada evento para determinar si el afectado puede o no sostenerse por su propia cuenta, de acuerdo con los parámetros señalados en la última providencia que se ha citado, y requerirá una respuesta oportuna de Acción Social, que de ser positiva, ha de señalar la fecha cierta en que se hará la respectiva entrega. 

Aparece acreditado que la actora y su núcleo familiar formado por Gustavo Osorio López, jefe de hogar, y las hijas Karen Lucero y Jennifer Katherine Osorio Murillo, están inscritos en el Registro Único de la Población Desplazada desde el 15 de agosto de 2008 y han recibido ayuda humanitaria de emergencia como lo expresó en su respuesta la entidad accionada, hechos que además no ha negado la peticionaria.

También se probó que ésta, el 3 de marzo de 2009, solicitó a la entidad demandada prórroga de tal ayuda, aduciendo ser mujer cabeza de un hogar formado por cuatro personas y sin empleo desde hace un año
.

Y que para la fecha en que se formuló la acción, el 29 de abril de 2009, la entidad accionada no le había informado el resultado de su solicitud, es decir, si había sido negada o la fecha en que se realizaría la entrega de los componentes de la respectiva ayuda, deber que pretendió cumplir informando al juzgado, en su respuesta a la demanda, que se había accedido a la prórroga por un mes más y solicitando al mismo despacho advertirle sobre la fecha en que debía reclamarla, cuando ese es un deber suyo y no del funcionario de quien se reclama el amparo constitucional.

Así las cosas, ante la ausencia de una respuesta de fondo por parte de la entidad demandada, que permita conocer a la accionante si procede o no la ayuda humanitaria pedida, se revocará el fallo de primera instancia que negó el amparo solicitado con el argumento de que se le ha brindado la ayuda humanitaria que ha reclamado y se le autorizó un auxilio adicional, pues como se indicó, no cumplió la accionada con el deber de comunicar su decisión a la demandante, razón por la cual no puede concluirse que el hecho se ha superado.

En consecuencia, se concederá la tutela y se ordenará a Acción Social que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación que se le haga de esta providencia,  informe de manera clara y concreta a la peticionaria sobre  la fecha y el lugar en que le entregará de la asistencia humanitaria adicional que reclama por esta vía y que como se expresó en la respuesta a la demanda, ya se autorizó.

Finalmente, vale la pena aclarar al despacho de primera sede que en el presente caso su decisión debió ser negar la tutela y no declararla improcedente como lo hizo, toda vez que las causales para adoptar determinación como esa se encuentran taxativamente señaladas en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, ninguna de las cuales se configura en el caso concreto; tampoco aquellas como falta de inmediatez, o cuando la tutela es temeraria o se propone contra sentencia de tutela, que de acuerdo con la jurisprudencia constitucional también hacen improcedente la acción.

Por lo expuesto, la Sala Número 1 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E:

1.- REVOCAR la sentencia objeto de impugnación, proferida el 14 de mayo de 2009, por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes, en el proceso de tutela instaurado por Elisabeth Murillo sierra contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, Risaralda. 

2.- Se concede la tutela solicitada y en consecuencia se ordena a la entidad demandada que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, responda de manera concreta a la accionante la fecha y lugar en que hará entrega de la ayuda humanitaria adicional que autorizó entregarle.
3. Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

4. Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS          
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 

GONZALO FLÓREZ MORENO        
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� Folio 5, cuaderno No. 1
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